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INTRODUCCIÓN 

Hoy en día, a lrededor de 185 millones de personas residen fue ra del pa ís en que nacieron o del que 
son nacionales. Todos son migrantes internacionales de uno u otro tipo - y a sea porque residen en el 
extranjero voluntar iamente o forzados por circunstancias que están fuera de su control; porque buscan 
una vida mejor o s implemente una vida diferente; o porque fue ron admit idos lega lmente para residir 
en ese país o porque están viviendo una existencia clandestina al margen de la sociedad. Y todos - s e a 
cual fuera su origen nacional, su credo, color o incluso su situación j u r í d i c a - compar ten con los 
nacionales de la comunidad de acogida tanto una humanidad común c o m o el derecho a aspirar a un 
trato decente y humano . Al mismo t iempo, también t ienen algo en común que los d i ferencia de los 
nacionales del país de acogida: poseen otra nacional idad. 

Cualquier debate sobre migración y derechos humanos impl ica encontrar un equil ibrio 
apropiado entre la soberanía del Estado y los deberes que t ienen los Estados para con los migrantes, 
en el marco de las normas internacionales d e derechos humanos . C o m o todos saben, una premisa 
fundamenta l de la soberanía nacional, es que el Estado tiene el poder de determinar qué personas que 
no son nacionales admite en su territorio, de expulsar a los extranjeros en a lgunas circunstancias, de 
controlar sus f ronteras y de adoptar las medidas necesarias para proteger su seguridad. El lo no 
obstante, este poder para encauzar la migración t iene que ejercerse en el p leno respeto de los derechos 
humanos y l ibertades fundamentales , confer idos en el marco de toda una serie de ins t rumentos 
internacionales de derechos humanos y de normas consuetudinarias de derecho internacional . 

Tradicionalmente, el estrecho vínculo entre soberanía y nacional idad ha dado lugar a tratos 
diferenciados entre nacionales y extranjeros o migrantes, tanto en derecho internacional c o m o en la 
práctica. En las polít icas migratorias, al igual que en otros aspectos de polí t ica estatal, la premisa ha 
sido, desde s iempre, la promoción de los intereses superiores d e los nacionales del propio Es tado que, 
en algunas instancias, ha conducido a un trato discr iminatorio de los migrantes . Sin embargo desde 
una perspectiva positiva, en los úl t imos años ha surgido un creciente reconoc imien to internacional del 
nexo entre la migración y los derechos humanos a través del nombramiento de una Rela tora Especial 
de las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos de los Migrantes y de la promulgac ión de varios 
tratados y declaraciones de derechos humanos que abarcan las cuest iones migratorias . H o y más que 
nunca, la comunidad internacional es consciente que debe adoptar una perspect iva holíst ica de cara a 
la migración - e s decir, que vaya más allá de un análisis puramente económico e incorpore los 
aspectos sociales y culturales de este f e n ó m e n o g l o b a l - para así encarar, efect iva y humanamente , los 
problemas relacionados con las corrientes migratorias actuales y alentar al m á x i m o las contr ibuciones 
positivas de la migración. Eso puede denominarse gestión de la migración en un marco de respeto de 
los derechos humanos . 

La migración y los derechos humanos son un tema de considerable envergadura . En razón de 
las restricciones que impone el t iempo, propongo que abordemos dos de los principales temas: 
primero, los derechos de los migrantes de cara a los Estados, concediendo part icular a tención a los 
migrantes en si tuación irregular; y segundo, el poder de los Estados de encauzar la migrac ión en su 
territorio y la manera en que esta prerrogativa suf re la inf luencia de los derechos humanos . 

DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES 

Los instrumentos universales de derechos humanos prevén que todo Estado debe respetar y asegurar 
los derechos humanos de "toda persona en su territorio y sujeta a su jur isdicción sin dist inción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión polít ica o de cualquier otra índole, or igen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición". Por consiguiente, prima facie, se 



garantizan los derechos contenidos en esos instrumentos a todas las personas presentes en un Estado: 
se trata de derechos que incumben a todos los migrantes, sea cual fuera su condición jurídica o la 
duración de su estadía. 

N o obstante , hay una serie de l imitaciones en el goce d e los derechos d e los migrantes en el 
marco de los derechos humanos . En pr imer lugar, si b ien los derechos humanos son inalienables, no 
son absolutos. Por e jemplo , una limitación típica respecto de un derecho protegido es que no podrá 
imponerse restr icción alguna al ejercicio de este derecho que no esté prescrita por ley y que sea 
necesar ia en una sociedad democrát ica en aras de la seguridad nacional o pública, del orden público, 
de la protección de la salud pública o de la moral , o la protección de los derechos y libertades de los 
demás . Los Es tados t ienen un margen de apreciación, o de discreción, a la hora de determinar si hay 
restr icciones apl icables y cuáles son, pero la apl icación normal s igue s iendo de orden internacional e 
impl ica los e lementos de necesidad y proporcional idad. Ahora b ien , algunos derechos no pueden ser 
obje to de una derogación, incluso en circunstancias excepcionales ; benef ic ian a todos, nacionales, 
extranjeros, migrantes y refugiados; estén legal o i legalmente en un Estado; y sea cual fuera la 
s i tuación de emergencia . En segundo lugar, varios instrumentos internacionales de derechos humanos 
es tablecen una dist inción, en ciertas circunstancias, entre los derechos confer idos a migrantes que 
están legalmente en el territorio del Es tado y aquellos que están en situación irregular. Los derechos 
que se aplican a los extranjeros " legalmente instalados en el terri torio del Es tado" generalmente 
comprenden la l ibertad de movimientos , el derecho a elegir su lugar de residencia y el derecho a 
cier tas protecciones procesales en los procedimientos de expulsión. 

Por consiguiente , en el marco de los derechos humanos se establece una "jerarquía" de 
benef ic iar ios : c iudadanos que gozan de plenos derechos, seguidos d e migrantes instalados legalmente 
en el terri torio del Es tado y, f inalmente, migrantes en situación irregular. Obviamente, este últ imo 
grupo es el más expues to a abusos y a discriminación, ya que al n o gozar de una situación jur ídica o 
de un reconocimiento jur íd ico son, part icularmente, susceptibles a la explotación y a que se les 
den ieguen sus derechos humanos fundamentales . U n impor tante paso para extender los derechos 
humanos fundamenta les tanto a los t rabajadores migrantes regulares como irregulares, es la 
Convención de las Naciones Unidas de 1990 sobre la protección de los derechos de todos los 
t rabajadores migrator ios y de sus famil iares. Actua lmente , solo h a c e falta una ratificación para que la 
Convenc ión a lcance las 2 0 rat i f icaciones necesar ias para su entrada en vigor; de más está decirles que 
la O I M promueve su pronta rat if icación. Sin embargo, cabe destacar que el impacto d e la Convención, 
una vez que entre en vigor, dependerá de los diversos signatarios y de su condición de países de 
origen o dest ino, además de su puesta en práctica efectiva. 

N o se p u e d e hablar de migración y de abusos de los de rechos humanos sin tener en cuenta la 
trata d e personas, q u e generalmente implica serias violaciones de los derechos humanos básicos y de 
la d ignidad de las víct imas. Se est ima que anualmente , por lo m e n o s 700.000 personas son objeto de 
trata a través de f ronteras internacionales. 

Lamentab lemente , todavía no se ha podido encarar adecuadamente la cuestión de la trata de 
personas. Para el lo es preciso que los Estados adopten una serie de medidas que aseguren el respeto 
de los derechos de las víct imas. Se ha propuesto t ipif icar c o m o del i to la trata y actividades conexas en 
el marco de las leyes nacionales; confer ir protección a las víct imas d e la trata que optan por colaborar 
en los procedimientos en contra de sus supuestos traficantes; y en aras de la protección social, otorgar 
permisos de res idencia a las víct imas en el país de destino, cuando quiera que sea necesario. La trata 
de personas es un del i to transnacional con repercusiones transnacionales. Por ello, es fundamenta l 
alentar la cooperac ión entre gobiernos y también homogeneizar las legislaciones pertinentes para 
faci l i tar empeños efec t ivos de enjuic iamiento y protección. A nivel internacional, la O I M aboga 
porque los Estados ra t i f iquen la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada 
transnacional y el Pro tocolo sobre la Trata de Personas. 



A pesar de todos los tratados, convenciones y declaraciones, los migrantes siguen 
enfrentándose a una serie de dif icultades que distan de desaparecer . Las principales son: el racismo, la 
xenofobia y otras fo rmas de intolerancia; la trata, par t icularmente de mujeres y menores ; los salarios 
inferiores a los mín imos establecidos; trabajo y condiciones de vida peligrosos o por deba jo de las 
normas; la fal ta de acceso a servicios sociales básicos, etc. Existe una creciente brecha entre, por un 
lado, la maquinar ia de instrumentos impresionantes y perfeccionados que def inen y protegen los 
derechos humanos de los migrantes, y por otro, los migrantes que a menudo son considerados 
diferentes, son obje to de explotación y son tratados c o m o chivos expiatorios de los males internos que 
adolecen nuestras sociedades. 

Antes de abordar en esta ponencia la cuestión de la soberanía, cabe formular tres 
observaciones. Pr imero, la brecha entre el derecho vigente y la práct ica t iene que co lmarse a través de 
una puesta en práct ica efectiva. N o hay necesidad de instrumento nuevo alguno, sino más bien de la 
determinación conjunta de los Estados, individual y colect ivamente , de cumplir con sus compromisos 
internacionales. Segundo, todos los migrantes deben recordar, que al t iempo que gozan de los 
derechos humanos fundamenta les , también t ienen el deber de respetar las leyes de los países de 
acogida: la mezcla de derechos y obligaciones es la esencia de la responsabi l idad individual . Tercero, 
los migrantes potenciales deben tener la opción de emigrar o no. E n otras palabras, los Estados t ienen 
el deber de asegurar condiciones de vida decentes para sus nacionales - y no solamente los derechos 
civiles y polít icos, sino también los derechos sociales, económicos y cu l tu ra les - de manera que sus 
nacionales puedan alcanzar sus aspiraciones en su propio país, si así lo desean. 

SOBERANIA DEL ESTADO 

C o m o ya señalara, todos coinciden en que los Estados t ienen la autoridad de reglamentar la 
circulación de las personas a través de sus fronteras . Es te poder emana del concepto de un sistema 
internacional de Estados, donde los Estados poseen la autoridad pr imordial sobre su terri torio y 
población. Concre tamente , los Estados tienen ampl ios poderes discrecionales sobre la admisión, 
permanencia , expuls ión y naturalización de extranjeros. Con relación a la admisión, si bien el 
migrante t iene derecho a abandonar su propio país, no hay obl igación internacional alguna para un 
país tercero de autor izar el ingreso en su territorio. Inherente a la noción de soberanía está en el poder 
del Es tado de aceptar o rechazar el ingreso de un migrante. Por consiguiente, el Es tado tiene derecho a 
determinar el número de inmigrantes que pueden ingresar, los previos requisitos para el ingreso y las 
condiciones en virtud de las cuales se concede la autorización. 

C o m o corolar io al derecho de admisión, el Es tado también tiene el derecho a expulsar a un 
migrante de su territorio, incluso en contra de su voluntad. El lo se aplica tanto a los presentes 
legalmente como a aquellos en situación irregular. Es te no es un derecho absoluto, y ha sido a tenuado 
por una serie de normas internacionales. Ent re los e jemplos de estas restr icciones podemos señalar: 

a) El pr incipio de "non-refoulement", contenido en el párrafo 1 del Art ículo 33 de la Convención 
de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados , que ahora se ha conver t ido en una regla del 
derecho internacional consuetudinario. También se encuentra un principio análogo en la 
Convenc ión contra la Tortura; 

b) El "interés superior del niño", contenido en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
puede estar por encima del derecho de un Es tado a expulsar a un ext ranjero de su territorio. 
Igualmente, en algunas circunstancias, el derecho de una famil ia de permanecer reunida 
cuando se equipara a los intereses del Estado de proceder a una expulsión, puede estar por 
encima del derecho del Estado de expulsar a un extranjero de su territorio. 



A parte de las restr icciones sustanciales al derecho de un Estado a expulsar a un migrante , 
existen l imitaciones procesales en el marco del derecho internacional. U n migrante que está 
lega lmente en el territorio tiene, entre otros, derecho a que se examine su caso antes de su expulsión. 
N o obstante, hay dos cuestiones que cabe mencionar : pr imero , ésta disposición sólo se aplica a los 
ext ranjeros que residen legalmente en el territorio de un Estado; y segundo, estas obl igaciones están 
suje tas a una derogación cuando así lo exigen "razones imperat ivas de seguridad nacional". Sin 
embargo , en muchos casos, las expulsiones siguen ocurr iendo sin que se tengan en cuenta las 
l imitaciones en materia de expulsión del poder Estatal, impuestas por el derecho internacional. 
Igualmente , la práctica consecut iva a los acontecimientos del 11 de septiembre, deja entrever que no 
hay gran ret icencia a la hora de utilizar el poder para eludir las obl igaciones de derechos humanos en 
n o m b r e de la seguridad nacional . 

Una característ ica central de la soberanía es el poder q u e t iene un Es tado de defender su 
propia seguridad. En reconocimiento de la importancia que reviste este principio, las normas 
internacionales de derechos humanos permiten que se e ludan algunos derechos humanos por 
consideraciones de seguridad nacional en una serie de si tuaciones. Es más, en épocas de emergencia 
nacional , se permite la derogación de toda una serie de derechos. C o m o se señalara en el contexto de 
las expulsiones, los recientes acontecimientos han demost rado que los Estados no dudan en recurrir 
ampl iamente a su poder para derogar las obl igaciones de derechos humanos en nombre de la 
seguridad nacional. 

La seguridad nacional s iempre ha sido mot ivo de preocupación para los Estados y s iempre ha 
exist ido la tensión entre permitir nuevas l legadas y salvaguardar los intereses de su población. Sin 
embargo , desde el 11 de septiembre, la seguridad nacional ha pasado a ser una cuestión central, 
acrecentada por la preocupación del reto que pueden consti tuir los extranjeros para la seguridad de un 
país y de sus nacionales; el Conse jo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de su resolución 
n ú m e r o 1373, exhor tó a los Estados a que impidan la circulación de terroristas o de grupos terroristas 
mediante controles ef icaces en frontera y controles en la emis ión de documentos de identidad y de 
viaje. Repent inamente , los migrantes son obje to de mayor suspición que antes, ya se trate de 
solici tantes de asilo, refugiados o personas con mot ivaciones económicas , están s iendo considerados, 
in jus tamente , c o m o enemigos potenciales. Esa nueva tendencia, consecutiva al 11 de septiembre, y la 
amenaza del terrorismo han servido de excusa para jus t i f icar acciones en contra de los migrantes que 
t ienen el potencial de discriminarlos o de l imitar el goce de sus derechos. Los procedimientos 
migrator ios se están convir t iendo en instrumentos de lucha contra el terrorismo, porque con 
f recuenc ia el terror ismo internacional es considerado como una cuestión de migración; el lo es cierto 
solo en parte, y la lucha contra el terrorismo sigue siendo pr incipalmente una cuest ión d e aplicación 
de la ley. Tras lo acontecido el 11 de sept iembre de 2001, hemos visto como varios países han 
adoptado medidas para reforzar sus sistemas de inmigración, por e jemplo, me jo rando los sistemas de 
ident i f icación (biometría , huel las digitales), acrecentando el intercambio de datos y los controles 
f ronter izos; re forzando el control de ingresos a su territorio, a saber antes de dar el visto bueno a un 
pasa jero , colocando a más funcionar ios de enlace de migración, y a más funcionar ios de enlace de las 
l íneas aéreas, etc. Las voces conservadoras y los sent imientos en contra de los inmigrantes han 
a lentado la adopción de polít icas de inmigración estrictas, incluso si ahora a veces se admite que el 
control de la inmigración sólo puede ser una medida equivalente a "una aguja en un pa ja r" en la lucha 
cont ta el tenrorismo. 

E n una ponencia sobre derechos humanos de migrantes y su relación con la soberanía no se 
puede dejar de lado la globalización. Exponiéndose al riesgo de ser tachado de simplista y 
provocador , uno puede decir que la globalización no es inevitable ni irresistible. Excluye a muchos 
países pobres y a veces no es más que una serie de técnicas a disposición de Estados y otros 
interlocutores que se at ienen pr incipalmente a sus propios intereses e ideología, y que no están 
necesar iamente mot ivados por concepciones humani tar ias o generosas de interés global . 
Adic ionalmente , la globalización de las polít icas internacionales dista de ser comple ta : práct icamente 


